CONTRIBUCIÓN DEL ECUADOR

CUESTIONARIO RELACIONADO CON LA PRIVATIZACIÓN Y LOS DERECHOS HUMANOS AL AGUA POTABLE Y EL SANEAMIENTO

Situación y tendencias actuales
1. ¿Cómo participa el sector privado en la provisión de agua y saneamiento en su país? Sírvase aclarar las modalidades de relación con los diferentes niveles de gobierno y los tipos de contrato. Sírvase proporcionar información por separado sobre la prestación de servicios de abastecimiento de agua y de saneamiento.
La Constitución de la República del Ecuador de 2008, en su Art. 264 señala que, los gobiernos municipales tienen competencias exclusivas en la prestación de los servicios públicos de agua potable, alcantarillado, depuración de aguas residuales, y otros. Lo que es ratificado en el Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización COOTAD, en su Art. 137.

Dentro de este marco institucional, y si se consideran las etapas principales de los proyectos de agua potable y saneamiento (alcantarillado o soluciones familiares UBS):  pre-inversión, inversión  (construcción)  y  operación,  la  intervención del sector  privado en  el  sector de  agua  potable  y  saneamiento de  Ecuador, es  el siguiente:
-
En pre-inversión: participación en la elaboración de términos de referencia (municipios grandes)  y/o  en  estudios  y  diseños de  proyectos, a  través  de contratos de consultoría, contratados por los gobiernos autónomos descentralizados municipales, también por prestadores comunitarios de servicios de agua potable y saneamiento (como juntas administradoras de agua potable  grandes,  consorcios  de  juntas,  o  juntas  administradoras  de  agua potable, regionales).

-
En inversión (construcción): participación en la construcción de las obras, a través de contratos de consultoría contratados por los gobiernos autónomos descentralizados municipales;   también   por   prestadores   comunitarios   de servicios de agua potable y saneamiento (como juntas administradoras de agua potable grandes, consorcios de juntas, o juntas administradoras regionales de agua potable). El sector privado también interviene con su mercado de tuberías, bombas, motores, accesorios, materiales para la construcción, substancias químicas, alquiler de equipos y maquinaria, etc.

-
En  operación  y  mantenimiento:  en  cumplimiento  a  la  Constitución  y  la legislación ecuatoriana, los servicios de agua potable y saneamiento en el área urbana son prestados por los propios municipios a través de departamentos, jefaturas o direcciones, esta modalidad representa un 67% aproximadamente; y a través de empresas públicas en aproximadamente el 33% de la totalidad de municipios.  En  el  marco  de  estos  modelos  de  gestión,  el  sector  privado participa a través de contratos básicamente para: lectura de medidores, facturación,  elaboración  de  catastros,  servicio  de  laboratorio  para  análisis físico, químicos y bacteriológico del agua, alquiler de equipos y maquinaria, limpieza de pozos, publicidad; además con su mercado de tuberías, valvulería, bombas,   motores,  accesorios,  materiales  para   la   construcción,   material eléctrico, substancias químicas, reactivos, arena para filtros, etc. Además, el sector privado participa en consultoría, contratada para mejorar la calidad y sostenibilidad de los servicios.

En el área rural, la administración, operación y mantenimiento de los servicios de agua potable están a cargo de organizaciones comunitarias, llámense juntas administradoras u otro modelo. En el caso de alcantarillado (zonas rurales concentradas), por lo general es el propio municipio a cargo de la prestación de servicios; y, en el caso de unidades sanitarias básicas, son los propios propietarios quienes les dan mantenimiento, aunque esporádicamente acuden a empresas privadas para el mantenimiento y limpieza de fosas sépticas y cajas de revisión.

El marco legal ecuatoriano también permite las alianzas estratégicas, que constituyen esquemas de vinculación entre el sector público (gobiernos autónomos descentralizados municipales, quienes tienen la competencia exclusiva en agua potable y saneamiento) y empresas privadas nacionales o extranjeras; que se materializan en contratos de mediano y largo plazo (máximo de 10 años). Sin embargo este modelo de gestión es poco común, existiendo muy pocas experiencias en el país.

2. Si en su país no hay suministro de agua y saneamiento por parte de entidades privadas, sírvase aclarar los motivos de esa política.

Conforme lo indicado en el numeral anterior, al amparo de la Constitución de la República y las leyes, la prestación de servicios de agua potable y saneamiento en Ecuador es pública o comunitaria, y sólo por excepción podría estar a cargo de empresas privadas. Constituye una excepción el municipio de Guayaquil (ciudad con mayor número de habitantes de Ecuador, según proyecciones del Censo 2010, al año 2019 de aproximadamente 2.622.800 habitantes en su área urbana), en cuya jurisdicción urbana presta el servicio de agua potable y alcantarillado una empresa privada,   (con contrato de concesión, en el que la Empresa Municipal de Agua Potable y Alcantarillado de Guayaquil – Empresa Pública EMAPAG-EP, realiza la fiscalización y  seguimiento al  contrato  de  concesión); esto  debido  a  que  este modelo ya venía funcionando antes de la promulgación de la Constitución en el año 2008.
De conformidad con lo preceptuado por el Art.  313 de la Constitución de la República, “El Estado se reserva el derecho de administrar, regular, controlar y gestionar los sectores estratégicos, de conformidad con los principios de sostenibilidad ambiental, precaución, prevención y eficiencia”.
La Norma Constitucional ya citada, en su Art. 315, determina que: “ El Estado constituirá  empresas  públicas  para  la  gestión  de  sectores  estratégicos,  la prestación de servicios públicos, el aprovechamiento sustentable de recursos naturales o de bienes públicos y el desarrollo de otras actividades económicas. Las empresas públicas estarán bajo la regulación y el control específico de los organismos pertinentes, de acuerdo con la ley; funcionarán como sociedades de derecho público, con personalidad jurídica, autonomía financiera, económica, administrativa y de gestión, con altos parámetros de calidad y criterios empresariales, económicos, sociales y ambientales”.
Conforme lo estatuido en la Norma Constitucional en su Art. 316: “El Estado podrá delegar la participación en los sectores estratégicos y servicios públicos a empresas mixtas en las cuales tenga   mayoría accionaria. El Estado podrá, de forma excepcional, delegar a la iniciativa privada y a la economía popular y solidaria, el ejercicio de estas actividades, en los casos que establezca la ley.”. (El subrayado fuera de texto).

Del contenido de las disposiciones constitucionales citadas, se puede establecer que:

a) Es potestad privativa del Estado, la administración, regulación, control y gestión de los sectores estratégicos así como la prestación de servicios públicos.
b) Con la finalidad de gestionar los sectores estratégicos, y la prestación de servicios públicos, el Estado tiene la capacidad de crear empresas públicas, que cuenten con patrimonio propio, dotadas de autonomía presupuestaria, financiera, económica, administrativa y de gestión.
c) Las empresas públicas, podrán delegar la participación en el sector estratégico y en la prestación de servicios públicos a empresas mixtas en las que el Estado tenga mayoría accionaria y, excepcionalmente, a la iniciativa privada.
d) Sólo en forma excepcional, con la finalidad de satisfacer una necesidad colectiva, el Estado o sus instituciones podrán delegar a la iniciativa privada o a la economía popular y solidaria, la gestión de los sectores estratégicos y la provisión de los servicios públicos.
e) Para  que  se  produzca  la  delegación,  es  necesario  que  el  Estado  o  sus instituciones no  puedan cubrir a  través de  las empresas públicas o  mixtas, la demanda de un servicio por carecer de la capacidad técnica o económica.
La Ley Orgánica de Recursos Hídricos Usos y Aprovechamiento del Agua, en el artículo   7,   dispone   que   la   prestación   del   servicio   público   del   agua,   es exclusivamente pública o comunitaria, determina además en qué casos procedería excepcionalmente la participación privada o de la economía popular y solidaria: “a) Declaratoria   de   emergencia   adoptada   por   la   autoridad   competente,   de conformidad con el ordenamiento jurídico; o, b) Desarrollo de subprocesos de la administración del servicio público cuando la autoridad competente no tenga las condiciones técnicas o financieras para hacerlo. El plazo máximo será de diez años, previa auditoría.”
La institución rectora de los servicios de agua potable y saneamiento, es la Secretaría del Agua (SENAGUA), sus políticas están encaminadas a garantizar y proteger que se cumpla, sin mayores riesgos, lo establecido en el Art. 12 de la Constitución: “El derecho humano al agua es fundamental e irrenunciable. El agua constituye patrimonio nacional estratégico de uso público, inalienable, imprescriptible, inembargable y esencial para la vida”; derecho que a su vez es recogido en la Ley Orgánica de Recursos Hídricos, Usos y Aprovechamiento del Agua, particularmente en los Arts. 57 hasta el 62. 
La SENAGUA, en aras de blindar más aún este derecho, a través del Acuerdo Ministerial No. 2017-1523, de 23 de mayo de 2017, procedió a fijar como Cantidad Mínima Vital de agua cruda (CMV) un equivalente de 200 litros/habitante/día, en el territorio nacional.

3. ¿Cómo ha evolucionado el nivel de participación de los proveedores privados en materia de agua y saneamiento en las últimas décadas?

En  Ecuador,  dado  el  marco  constitucional  y  legal  señalado  anteriormente,  la participación del sector privado en la prestación del servicio de agua potable y alcantarillado, es limitada, lo fue antes de la Constitución de 2008 y lo sigue siendo a la fecha.

Como se indicó al comienzo del numeral anterior, constituye una excepción el Municipio de Guayaquil, en cuya jurisdicción urbana presta el servicio de agua potable y alcantarillado una empresa privada; esto debido a que este modelo ya venía funcionando antes de la promulgación de la Constitución de 2008, y en cumplimiento a lo establecido en la Disposición Transitoria Vigesimosexta de la Constitución, y al Decreto Ejecutivo Nro. 1425 de 10 de noviembre de 2008, por medio  del  cual  se  delegó  al  Ministerio  de  Desarrollo Urbano  y  Vivienda,  la competencia para determinar la vigencia, renegociación o la terminación de este tipo de contratos de delegación.

Sin embargo varios Municipios están aplicando las alianzas públicas privadas, bajo las directrices de la SENAGUA.

4. ¿Cuáles son las expectativas de su Gobierno sobre el nivel de participación de los proveedores privados a corto, medio y largo plazo? En caso de que haya una tendencia al aumento o a la disminución de la oferta privada, sírvase aclarar las razones subyacentes.

Pese a las restricciones emanadas en la Constitución y las leyes para la prestación de servicios de agua potable y saneamiento a cargo del sector privado, en vista de las  grandes  brechas  de  cobertura  y  calidad  de  servicios  entre  lo  urbano  y  la ruralidad, y debido a que cada vez escasean más los recursos de financiamiento para este sector, el Gobierno ve como una gran oportunidad la participación del sector privado mediante alianzas estratégicas público-privadas, para poder llegar a la universalidad de los servicios y que éstos sean de calidad y sostenibles en el tiempo, que constituyen retos ante el gran compromiso de la Agenda 2030 - ODS. En este tipo de alianzas, el Estado puede aportar con bienes públicos, y el socio privado con inversiones, infraestructura, equipamiento, tecnología, conocimiento, y apoyo en el desarrollo de los subprocesos del servicio.

La poca oferta privada se debe a que, hasta la fecha no existe normativa secundaria completa, tampoco reglas y procedimientos claros, ni políticas que permitan planes de negocios atractivos. Además, el plazo máximo de participación privada para el desarrollo de subprocesos de la administración del servicio público señalado en el literal b) del Art. 7 de la  Ley Orgánica de Recursos Hídricos Usos y Aprovechamiento del  Agua,  que  está  establecido  para  10  años,  constituye  un obstáculo, ante todo para el caso de grandes inversiones.

5. Sírvase proporcionar información detallada sobre la legislación relativa a la participación del sector privado en el sector del agua y el saneamiento (sírvase destacar si la legislación de su país alienta, permite o prohíbe que esto ocurra) y ejemplos concretos de instrumentos y mecanismos relacionados.

Constitución de la República del Ecuador (2008):

Art. 316.- El Estado podrá delegar la participación en los sectores estratégicos y servicios públicos, a empresas de economía mixta en las cuales tenga mayoría accionaria.  La delegación se sujetará al interés nacional y respetará los plazos y límites fijados en la ley para cada sector estratégico. El Estado podrá, de forma excepcional, delegar a la iniciativa privada y a la economía popular y solidaria, el ejercicio de estas actividades, en los casos que establezca la ley.
Art. 318.- El agua es patrimonio nacional estratégico de uso público, dominio inalienable e imprescindible del Estado….Se prohíbe toda forma de privatización del agua… La gestión del agua será exclusivamente pública o comunitaria. El servicio público de saneamiento, el abastecimiento  de  agua  potable  y  el  riego  serán  prestados  únicamente  por personas jurídicas estatales o comunitaria.
Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones (agosto 2018):
Art. 100.- Excepcionalidad.-  En forma excepcional debidamente decretada por el Presidente de la República cuando sea necesario y adecuado para satisfacer el interés público, colectivo o general, cuando no se tenga la capacidad técnica o económica o cuando la demanda del servicio no pueda ser cubierta por empresas públicas o mixtas, el Estado o sus instituciones podrán delegar a la iniciativa privada o a la economía popular y solidaria, la gestión de los sectores estratégicos y la provisión de los servicios públicos de electricidad, vialidad, infraestructuras portuarias o aeroportuarias, ferroviarias y otros.
Reglamento del Régimen de Colaboración Público-Privada (marzo 2015):
Art. 1.- Iniciativa oficiosa y privada.- La iniciativa de cualquier Proyecto puede provenir de cualquiera de los órganos y entidades del sector público titulares de la competencia a ser delegada. Sin perjuicio de lo previsto en el párrafo precedente, la  iniciativa  de  un  Proyecto  puede  provenir  de  cualquier  sujeto  de  Derecho Privado. En este caso, el sujeto se denomina "Proponente Privado" y el proyecto propuesto la "Iniciativa Privada", que puede originarse previa invitación del Promotor Público o de motu propio, de cualquier persona jurídica o un conjunto de  ellas. 
Art.  2.-  Ámbito  de  las  propuestas  de  Iniciativa  Privada.-  Las Iniciativas  Privadas  pueden  referirse  a  cualquier  Proyecto  relacionado  con sectores  estratégicos,  servicios  públicos  o  cualquier  otro  servicio  de  interés general, tanto nuevos como aquellos existentes, respecto de los cuales exista contratos en ejecución.
Ley Orgánica de Incentivos para Asociaciones Público Privadas (diciembre 2015):
Art. 1.- Objeto. Esta Ley tiene por objeto establecer incentivos para la ejecución de proyectos bajo la modalidad de asociación público-privada y los lineamientos e institucionalidad para su aplicación. Asimismo, esta Ley establece incentivos específicos para promover en general el financiamiento productivo, la inversión nacional y la inversión extranjera. 
Art.  13.- Del Objeto de los Contratos de Gestión Delegada.  Serán  objeto  de  los  contratos  de  gestión delegada,  los  proyectos  públicos  desarrollados  en  los  sectores  de  interés general.…. Por excepción, el Comité Interinstitucional podrá, para la aplicación de esta Ley, priorizar y aprobar asociaciones público-privadas en materia de servicios públicos en el marco de las disposiciones constitucionales. Las leyes sectoriales establecen  el  régimen  específico  al  que  se  sujeta  la  delegación  o participación privada, a  través de  cualquier modalidad, para  la  ejecución de obras, adquisición de bienes y prestación de servicios en los sectores estratégicos, por lo que, las disposiciones e incentivos tributarios previstos en esta Ley, no se aplicarán a esos casos…
Ley Orgánica de Empresas Públicas, LOEP (mayo 2017):

Art. 35.- Capacidad Asociativa.- Las empresas públicas tienen capacidad asociativa para el cumplimiento de sus fines y objetivos empresariales y en consecuencia para la celebración de los contratos que se requieran, para cuyo efecto podrán constituir cualquier tipo de asociación, alianzas estratégicas, sociedades de economía mixta con sectores públicos o privados en el ámbito nacional o internacional o del sector de la economía popular y solidaria, en el marco de las disposiciones del artículo 316 de la Constitución de la República. De conformidad con lo previsto en el artículo 316 de la Constitución de la República, la empresa pública que haya constituido una empresa mixta para la gestión de sectores estratégicos o prestación de servicios públicos, deberá tener la mayoría de la participación accionaria en la empresa de economía mixta constituida. La empresa pública podrá contratar la administración y gestión de la empresa, sea ésta pública o mixta. Para otro tipo de modalidades asociativas, distintas a las empresas mixtas que se constituyan para la gestión de sectores estratégicos o prestación de servicios públicos, la empresa pública podrá participar en éstas con un porcentaje no mayoritario, de conformidad con el artículo 316 de la Constitución y la ley. En cualquier caso, las asociaciones público-privadas conformadas por empresas públicas, con mayoría en la participación, tendrán el mismo tratamiento tributario, beneficios e incentivos previstos en el ordenamiento jurídico para la modalidad de gestión delegada. Todo proceso de selección de socios privados para la constitución de empresas de economía mixta debe ser transparente de acuerdo a la ley y se requerirá concurso público, y para perfeccionar la asociación no se requerirá de otros requisitos o procedimientos que no sean los establecidos por el Directorio. Para el caso de empresas públicas encargadas de la gestión del agua, se estará a lo dispuesto en el Artículo 318 de la Constitución de la República. 
Art. 36.- Inversiones en otros Emprendimientos.- Para ampliar sus actividades, acceder a tecnologías avanzadas y alcanzar las metas de productividad y eficiencia en todos los ámbitos de sus actividades, las empresas públicas gozarán de capacidad asociativa, entendida ésta como la facultad empresarial para asociarse en consorcios,  alianzas  estratégicas,  conformar  empresas  de  economía  mixta  en asocio  con  empresas privadas o  públicas, nacionales o  extranjeras, constituir subsidiarias, adquirir acciones y/o participaciones en empresas nacionales y extranjeras  y  en  general  optar  por  cualquier  otra  figura  asociativa  que  se considere pertinente conforme a lo dispuesto en los Arts. 315 y 316 de la Constitución de la República.
Las empresas públicas ecuatorianas podrán asociarse con empresas estatales de otros países, con compañías en las que otros Estados sean directa o indirectamente accionistas mayoritarios. En todos estos casos se requerirá que el Estado ecuatoriano   o   sus   instituciones   hayan   suscrito   convenios   de   acuerdo   o cooperación, memorandos o cartas de intención o entendimiento…
Ley  Orgánica  de  Recursos  Hídricos  Usos  y  Aprovechamiento  del  Agua (agosto 2014): Art. 7.- La prestación del servicio público del agua, es exclusivamente pública o comunitaria, determina además en qué casos procedería excepcionalmente la participación privada o de la economía popular y solidaria: “a) Declaratoria   de   emergencia   adoptada   por   la   autoridad   competente,   de conformidad con el ordenamiento jurídico; o, b) Desarrollo de subprocesos de la administración del servicio público cuando la autoridad competente no tenga las condiciones técnicas o financieras para hacerlo. El plazo máximo será de diez años, previa auditoría”. 
Artículo 37.- Servicios públicos básicos. Para efectos de esta  Ley,  se  considerarán  servicios  públicos  básicos,  los  de  agua  potable  saneamiento ambiental relacionados con el agua. La provisión de estos servicios presupone el otorgamiento de una autorización de uso. La provisión de agua potable comprende los procesos de captación y tratamiento de agua cruda, almacenaje y transporte, conducción, impulsión, distribución, consumo, recaudación de costos, operación y mantenimiento. La certificación de calidad del agua potable para consumo humano deberá ser emitida por la autoridad nacional de salud.  El  saneamiento  ambiental  en  relación  con  el  agua  comprende  las siguientes  actividades:  1.  Alcantarillado  sanitario:  recolección  y  conducción, tratamiento y disposición final de aguas residuales y derivados del proceso de depuración; y,   2. Alcantarillado pluvial: recolección, conducción y disposición final de aguas lluvia. El alcantarillado pluvial y el sanitario constituyen sistemas independientes sin interconexión posible, los gobiernos autónomos descentralizados municipales exigirán la implementación de estos sistemas en la infraestructura urbanística.
Reglamento de la Ley Orgánica de Recursos Hídricos Usos y Aprovechamiento del Agua. (Agosto 2015). Art. 6.- De los Subprocesos.- Los subprocesos de la administración del servicio público del agua comprenden aquellas actividades relacionadas con la provisión de agua potable y saneamiento ambiental, en los términos indicados en el artículo 37 de la Ley. A los efectos de lo mencionado en el artículo 7 de la Ley, se entiende por servicio público del agua el que prestan los gobiernos autónomos descentralizados municipales de suministro de agua potable y de tratamiento de aguas residuales.
La iniciativa de la economía popular y solidaria o la iniciativa privada, podrán participar en dichos subprocesos siguiendo los parámetros constitucionales, cuando   el   Gobierno   Autónomo   Descentralizado   Municipal   no   tenga   las condiciones técnicas o financieras para hacerlo por sí mismo o a través de una empresa mixta en la que el Estado tenga la mayoría accionaria.
Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización COOTAD. (Octubre/ 2010; incluye reformas de octubre de 2018):

Art. 283.- Delegación a la economía social y solidaria y a la iniciativa privada.- La delegación a la economía social y solidaria se realizará para promover la naturaleza social y solidaria del sistema económico nacional…Sólo de manera excepcional los gobiernos autónomos descentralizados regionales, provinciales, metropolitanos y municipales, podrán delegar la prestación de servicios públicos de su competencia a la iniciativa privada. Esta delegación se realizará mediante acto normativo del órgano competente cuando el gobierno autónomo descentralizado respectivo no se encuentre en capacidad técnica y económica de gestionar directamente un servicio público o en caso de calamidad pública o desastre natural.

Provisión privada
9. ¿Cómo se han pronunciado los tribunales en relación con presuntas violaciones de los derechos humanos cometidas por proveedores privados de servicios de agua y saneamiento? ¿Cuáles son los recursos legales para las quejas de las personas usuarias en relación con cualquier aspecto de las presuntas violaciones de los derechos humanos al agua y al saneamiento cuando el sector privado está en funcionamiento?

El derecho humano al agua y al saneamiento se encuentra reconocido en la Constitución de la República del Ecuador, en sus artículos 12, 313 y 318, en los cuales se establece que el agua es un patrimonio nacional estratégico, cuyo uso es exclusivamente público, siendo un elemento vital tanto para la naturaleza como para la existencia de los seres humanos por lo que es competencia única del Estado su administración, regulación y control. Asimismo, en concordancia con esto, en los artículos 282 y 318 se prohíbe toda forma de privatización o acaparamiento del agua y sus fuentes. 

A su vez, el artículo 314 asigna al Estado la responsabilidad de la provisión de los servicios públicos de agua potable, y el artículo 411 dispone al Estado garantizar la conservación, recuperación y manejo integral de los recursos hídricos, así como regular toda actividad que pueda afectar la calidad del agua. 

Por otra parte, la Ley Orgánica de Recursos Hídricos, Usos y Aprovechamiento del Agua, vigente desde el 6 de agosto de 2014, en su artículo 3, establece que dicha ley tiene por objeto garantizar el derecho humano al agua así como administrar su uso y aprovechamiento. De igual manera, en su artículo 1, inciso 2, se establece que el agua es un patrimonio nacional estratégico de uso público. 
En relación con la vulneración del derecho al agua, el Código Orgánico Integral Penal, en su artículo 251 “Delitos contra el agua”, establece que quien atente contra los recursos hídricos será sancionado con una pena privativa de la libertad de tres a cinco años. En este sentido, a partir de la entrada en vigencia del Código Orgánico Integral Penal, en el año 2014, se han identificado las siguientes causas referentes al artículo 251 “Delitos contra el agua”, según el detalle a continuación. 

	IDJUICIO
	PROVINCIA
	ESTADO

CAUSA
	PROVIDENCIA

	01100201500003
	AZUAY
	RESUELTO
	EXTINCIÓN DE LA PENA

	0128120150058
	AZUAY
	RESUELTO
	EXTINCIÓN DE LA ACCIÓN PENAL

	01283201801001
	AZUAY
	RESUELTO
	SENTENCIA CONDENATORIA

	03283201600561
	CAÑAR
	RESUELTO
	SOBRESEIMIENTO

	06102201800390
	CHIMBORAZO
	RESUELTO
	ARCHIVO DE LA INVESTIGACIÓN PREVIA

	06102201800423
	CHIMBORAZO
	RESUELTO
	ARCHIVO DE LA INVESTIGACIÓN PREVIA

	06102201800656
	CHIMBORAZO
	RESUELTO
	ARCHIVO DE LA INVESTIGACIÓN PREVIA

	06310201700334
	CHIMBORAZO
	RESUELTO
	ARCHIVO DE LA INVESTIGACIÓN PREVIO

	0720620140165
	EL ORO
	TRÁMITE
	EN TRÁMITE

	07257201600055
	EL ORO
	TRÁMITE
	EN TRÁMITE

	0810020180001
	ESMERALDAS 
	TRÁMITE
	EN TRÁMITE

	08281201901163
	ESMERALDAS
	TRÁMITE
	EN TRÁMITE

	08282201600456
	ESMERALDAS
	RESUELTO
	SENTENCIA RATIFICATORIA DE INOCENCIA 

	08283201600097
	ESMERALDAS
	RESUELTO
	ARCHIVO DE LA INVESTIGACIÓN PREVIA

	09281201802756
	GUAYAS
	RESUELTO
	SENTENCIA CONDENATORIA Y RATIFICATORIA DE INOCENCIA

	09287201700841
	GUAYAS
	RESUELTO 
	ARCHIVO DE LA CAUSA

	09292201800309
	GUAYAS 
	RESUELTO
	SENTENCIA RATIFICATORIA DE INOCENCIA

	09318201800945
	GUAYAS
	RESUELTO
	SENTENCIA RATIFICATORIA DE INOCENCIA

	09318201900980
	GUAYAS
	RESUELTO
	SENTENCIA RATIFICATORIA DE INOCENCIA

	11282201800779
	LOJA
	RESUELTO
	SENTENCIA RATIFICATORIA DE INOCENCIA

	15281201600584
	NAPO
	RESUELTO
	ARCHIVO DE LA CAUSA

	17282201600942
	PICHINCHA
	RESUELTO
	ARCHIVO DE LA INVESTIGACIÓN PREVIA

	19254201500134
	ZAMORA CHINCHIPE
	RESUELTO
	ARCHIVO DE LA CAUSA

	20331201700239
	GALÁPAGOS
	TRÁMITE
	EN TRÁMITE

	20331201800163
	GALÁPAGOS
	TRÁMITE 
	EN TRÁMITE

	2125320140331
	SUCUMBÍOS 
	TRÁMITE
	EN TRÁMITE

	21333201800379
	SUCUMBÍOS 
	RESUELTO
	ARCHIVO DE LA INVESTIGACIÓN PREVIA


Fuente: Sistema Automático de Trámites Judiciales Ecuatoriano (SATJE)
Fecha de corte: 31 de diciembre de 2019

	Número total de causas en el período 2014-2019: 
	27

	Número total de causas resueltas:
	21

	Número total de causas en trámite:
	6


Fuente: Sistema Automático de Trámites Judiciales Ecuatoriano (SATJE)
Fecha de corte: 31 de diciembre de 2019

Respecto de los recursos legales para las quejas de las personas usuarias en relación con cualquier aspecto de las presuntas violaciones de derechos humanos del agua y saneamiento cuando el sector privado está en funcionamiento; cabe mencionar que, de acuerdo a los artículos 12, 313 y 318 de la Constitución de la República del Ecuador, se establece que el agua es un patrimonio nacional estratégico, cuyo uso es exclusivamente público, siendo un elemento vital tanto para la naturaleza como para la existencia de los seres humanos, por lo que es competencia única del Estado su administración, regulación y control. 

No obstante, a continuación, se detallan los tres mecanismos judiciales existentes para la defensa de presuntas violaciones de derechos del agua y saneamiento, los cuales son: acciones de protección y medidas cautelares contempladas en la Constitución de la República del Ecuador y en la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional. 

· Constitución de la República del Ecuador:
Acción de Protección 

Art. 88.- La acción de protección tendrá por objeto el amparo directo y eficaz de los derechos reconocidos en la Constitución, y podrá interponerse cuando exista una vulneración de derechos constitucionales, por actos u omisiones de cualquier autoridad pública no judicial; contra políticas públicas cuando supongan la privación del goce o ejercicio de los derechos constitucionales; y cuando la violación proceda de una persona particular, si la violación del derecho provoca daño grave, si presta servicios públicos impropios, si actúa por delegación o concesión, o si la persona afectada se encuentra en estado de subordinación, indefensión o discriminación.

· Ley Orgánica de garantías jurisdiccionales y control constitucional 

Medidas Cautelares

Art. 26.- Finalidad.- Las medidas cautelares tendrán por objeto evitar o cesar la amenaza o violación de los derechos reconocidos en la Constitución y en instrumentos internacionales sobre derechos humanos. Las medidas cautelares deberán ser adecuadas a la violación que se pretende evitar o detener, tales como la comunicación inmediata con la autoridad o persona que podría prevenir o detener la violación, la suspensión provisional del acto, la orden de vigilancia policial, la visita al lugar de los hechos. En ningún caso se podrán ordenar medidas privativas de la libertad.

Art. 27.- Requisitos.- Las medidas cautelares procederán cuando la jueza o juez tenga conocimiento de un hecho por parte de cualquier persona que amenace de modo inminente y grave con violar un derecho o viole un derecho.

Art. 28.- Efecto jurídico de las medidas.- El otorgamiento de medidas cautelares y su adopción no constituirá prejuzgamiento sobre la declaración de la violación ni tendrán valor probatorio en el caso de existir una acción por violación de derechos.

Art. 29.- Inmediatez.- Las medidas cautelares deberán ser ordenadas de manera inmediata y urgente. La jueza o juez deberá ordenarlas en el tiempo más breve posible desde que recibió la petición.

Art. 30.- Responsabilidad y sanciones.- El incumplimiento de las medidas cautelares será sancionado de la misma manera que en los casos de incumplimiento de la sentencia en las garantías jurisdiccionales constitucionales.
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